SENTENCIA NUMERO 12 - FOLIO 110 – AÑO 2013.- En la ciudad de Zapala, III Circunscripción Judicial, Provincia de Neuquén, a los seis días del mes de septiembre del año dos mil trece, en la sede de esta Excma. Cámara de todos los Fueros de la ciudad de Zapala, se reúne el Tribunal integrado por los señores Magistrados Titulares, Dres. Alejandro Cabral y Liliana Deiub y como subrogante, la Dra. Patricia Lupica Cristo, juntamente con la señora Secretaria de Cámara, Dra. Karina Tisot, a fin de dictar sentencia relativa a la pena a imponer en causa Nº 3637, Año 2010 caratulada: “SIFUENTES, MARIA HAYDEE S/ HOMICIDIO CALIFICADO POR EL VÍNCULO” (originaria Nº 36.370/08 del Juzgado de Instrucción de la ciudad de Zapala) que por el delito de Homicidio calificado por el vínculo, le es seguida a: MARÍA HAYDEE SIFUENTES, argentina, nacida el día 16 de septiembre de 1988, soltera, alojada en la Unidad de Detención N° 16 de la localidad de Neuquén, DNI: 34.658.525, con domicilio en calle La Pampa N° 1162, B. CGT de la localidad de Zapala, condenada por el delito de homicidio calificado por el vínculo, con la concurrencia de circunstancias extraordinarias de atenuación (art. 80 último párrafo del CP).

En el debate sobre la pena a imponer actuaron como Fiscal de Cámara, la Dra. Sandra González Taboada; y, por la defensa de Sifuentes, el Dr. Gustavo Palmieri.

Que encontrándose la causa en estado de decidir en definitiva y cumplido el proceso de deliberación previsto en el art. 361 y concordantes del C.P.P. y C., efectuado el sorteo establecido en el art. 363, 2da, parte del mismo ordenamiento, resultó que en la votación debía observarse el siguiente orden: Dr. Alejandro Cabral, Dra. Liliana Deiub y la Dra. Patricia Lupica Cristo, respectivamente.-

Se puso seguidamente a consideración la siguiente cuestión: 

¿Cuál es monto de la pena que corresponde imponer a María Haydee Sifuentes por el homicidio calificado por el vínculo con la concurrencia de extraordinarias circunstancias de atenuación?
La señora Fiscal de Cámara, Dra. Sandra González Taboada, en su alegato consideró que debían tenerse en cuenta como agravantes la violencia ejercida sobre el bebé al momento de cometer el hecho y que Sifuentes tuvo otras posibilidades antes que matar a su bebé recién nacido. Como atenuantes consideró la educación incompleta, la rigidez de su familia, el miedo a su madre, el hecho de que fue abandonada por el padre de su bebé y que a raíz de haber tenido el hijo en su domicilio sin dar cuenta a nadie se había puesto en riesgo de vida, tan es así que llegó de urgencia al hospital. En definitiva, solicita se le imponga la pena de diez años de prisión.
Por su parte, el defensor expresa que no sólo corresponde tener en cuenta las pautas de los arts. 40 y 41 del CP, sino efectuar un estudio más acabado de la pena a imponer. Expresa que no corresponde tener como agravante la violencia ejercida sobre la víctima para darle muerte, porque ya está contenida en la misma figura penal. Que corresponde tener en cuenta los principios constitucionales de proporcionalidad, dignidad y principio de culpabilidad. Explica que no hay peligro social y que estos hechos si bien graves, no se resuelven con el encierro. Cita fallos y solicita se le imponga el mínimo legal. Expresa que actualmente, teniendo en cuenta los cursos realizados, en virtud de lo dispuesto por el art. 140 de la ley 24.660 se encontraría en condiciones de acceder a la libertad condicional si se le impusiera la pena mínima prevista para el delito. 
Sobre los distintos argumentos esgrimidos por las partes en el alegato, no me habré de explayar, remitiéndome -en honor a la brevedad- al detalle que obra en el acta de debate.

Coincido con el defensor que a efectos de determinar la imposición de una pena es necesario tener en cuenta fundamentalmente el principio de culpabilidad, que en definitiva trata sobre la libertad de decisión. Así, se dice que una persona es culpable cuando pudo obrar de una manera distinta a como obró y no fue coaccionado para ello.
Las teorías sobre la pena unas son absolutas y otras relativas. Las primeras son las que consideran a la pena como retribución, mientras que las segundas, consideran a la pena como de prevención general (para toda la población) o especial (para que el condenado no cometa un nuevo delito). Dentro de las teorías de prevención general, se encuentran los que adhieren a la motivación, es decir que la pena tiene por función motivar los comportamientos deseados. Entienden que la proporcionalidad es una consecuencia de la prevención general.  También están las teorías mixtas que pretenden resaltar las partes positivas de las teorías relativas a la retribución como de las de prevención.
En definitiva, considero que la pena a imponer a determinada persona debe tener en cuenta no sólo prevención especial, sino el grado de culpabilidad del autor, las circunstancias que rodearon el caso y la mejor resocialización del condenado.
En este contexto, entiendo que debe ponderarse fundamentalmente que la condenada tenía 20 años de edad al momento del hecho, que se encontraba sumida en un estado –que si bien no podemos decir que sea puerperal- podemos caracterizarlo de la siguiente manera: por  sentirse profundamente y persistentemente triste, infeliz, derrumbada, frustrada, vacía, pesimista, agobiada, desafectivizada. En definitiva, no se sentía feliz, ni completa, ni mujer fuerte, sino todo lo contrario, se sentía vacía, inútil, incapaz de hacer algo por su bebé, ni siquiera quererlo,….todo se le desmoronaba ante ella, el padre de su bebé estaba con otra persona y no pensaba hacerse cargo y su familia no aceptaría, ni comprendería lo que le pasaba a ella. 

A ello cabe agregar una madre que -como dijo la fiscal- era sumamente rígida, no aceptaba otro embarazo, ni al padre de su hijo, el que por otra parte la había abandonado y dicho que no pensaba hacerse cargo de ese bebé. Todo lo cual, hace que ella oculte y niegue su embarazo a todas las personas que la rodeaban. 
Tampoco puedo soslayar que tanta debía ser la presión que Sifuentes sentía por parte de su madre -tal cual la refiere en su indagatoria-, que a pesar de tener un problema de coagulación en la sangre, al no dar conocimiento a nadie de su embarazo y aceptar tenerlo en el baño sola, puso seriamente en riesgo su vida, tanto que tuvo que ser inmediatamente derivada a Neuquén para ser atendida. 
También pondero que tiene una hija que actualmente tiene casi 7 años de edad y la necesita como madre. Que la Unidad de Detención en la que se encuentra alojada expresa que tiene excelente conducta y concepto, como así también que durante su estadía realizó varios cursos, tantos que puede adelantar las fases de tratamiento, en un todo de conformidad con lo dispuesto por el art. 140 de la ley 24.660, el término de once meses. 

Entiendo que a efectos de una adecuada reinserción social, sería conveniente el contacto permanente con su hija y de su familia, que evidentemente actualmente la contiene, pudiendo constatarse que la visita de manera regular en la Unidad, todo lo cual hace que -a criterio del suscripto- y sin perjuicio de la gravedad del hecho, corresponda imponer el mínimo legal previsto por la norma, es decir ocho años de prisión de cumplimiento efectivo, con más las accesorias legales.

 Ahora bien, siendo que la nombrada con fecha 30 de agosto de 2013, fue excarcelada en virtud de lo dispuesto por el art. 291, inc. 3° del CPPC, es decir por haber transcurrido el plazo que exigen los arts. 13 CP y art. 140 de la ley 24.660, para acceder a la libertad condicional, requiérase a la Unidad de Detención y al Gabinete Técnico - Criminológico los informes requeridos a tal efecto. 
Asimismo, y en función a la firmeza que ha adquirido la condena dictada mediante sentencia obrante a  fs. 659/673, corresponde ordenar la destrucción de los secuestros Registrados bajo el N° 3-2096; 3-2097;- 3-2098; 3-2099 y 3-2131, y de la Copia de la Historia Clínica registrada como Reserva N° 3-49.  
La Dra. Liliana Deiub, dijo: que por compartir los fundamentos y conclusiones de quien me antecediera en el voto, me pronuncio en idéntico sentido.

Agrego que ante lo resuelto por nuestro máximo Tribunal Provincial al modificar la calificación atribuida originariamente a la condenada, corresponde en este estado determinar la sanción que concierne imponer a María Haydee Sifuentes la cual resulta justa solo cuando se adecua a las particularidades del caso concreto.- Siendo así para poder determinarla no debemos caer en un libre arbitrio judicial, ni tampoco dar una respuesta irracional; es necesario, como sostiene Zaffaroni “proceder con razonamiento claro y con criterio jurídico”, todo lo cual es posible debido a que nada impide que en la valoración de la culpabilidad que es el fundamento de la pena se la mida racionalmente antes de imponer ésta.
En tal sentido se ha expresado “La individualización de la pena a imponer es una operación esencialmente subjetiva, aunque debe ser hecha partiendo de circunstancias objetivamente acreditadas en el proceso, referidas al hecho en sí y a la personalidad del autor. Una pena justa y equitativa se debe adecuar a las particularidades del caso y a la personalidad del sujeto a quien se le impone. En nuestro Código Penal entendemos que el criterio general es que la pena debe guardar cierto grado de relación con la magnitud del injusto y de la culpabilidad” (CNFed.CCorr., sala II, 29-5-86 “O.C.R.” Boletín de Jurisprudencia, 1986, Nº 2).-

El Código Penal proporciona una eficaz herramienta en el art. 41 al suministrar un catálogo de pautas de valoración que cumplen en forma adecuada la tarea de canalizar la búsqueda y selección de la pena a partir de considerar la magnitud del injusto y de la culpabilidad, sin desoír los parámetros que trasunten la mayor o menor peligrosidad del encausado.

Dentro del marco mencionado cabe consignar que se debe valorar como atenuantes, además de los merituados por el Dr. Cabral, la situación de soledad en que Sifuentes cursa su embarazo, el modo en el que se produce el alumbramiento, sin ayuda de terceras personas, a escondidas y después de haber ocultado a sus familiares y amigos el embarazo.

Vale agregar, que el supuesto progenitor, padre de su primera hija, negó en el debate la paternidad que se le adjudicaba agregando que desconocía el estado de preñez de María.

De igual modo, debo sopesar a favor de la encartada el informe remitido por el CEPI N° 1 (fs. 776) que da cuenta que la interna ha cursado y aprobado el Taller de Carpintero de Obra Fina, Taller de Auxiliar Panadero, Taller Transversal de Formulación y Gestión de emprendimientos Cooperativos, Taller estético Expresivo, todos de duración anual, al igual que cursó y aprobó el Primer año de secundaria; lo que demuestra claramente su predisposición a mejorar sus condiciones y habilidades personales.
Finalmente debe tenerse presente la ausencia de sanciones en el ámbito carcelario, al igual que el buen concepto en la Unidad, tal como constatara personalmente la Suscripta en visitas realizadas en la Unidad 16.
En virtud a los fundamentos vertidos y lo normado por los art. 40 y 41 del digesto sustantivo, y sin dejar de reconocer la gravedad del ilícito considero que resulta justo y equitativo imponer a María Haydee Sifuentes la pena de 8 (ocho) AÑOS de prisión de cumplimiento efectivo, accesorias de ley, e inhabilitación absoluta por igual término, debiendo cargar con las costas del proceso (Arts. 12 del C.P. y  368, 492 y ccts. el C.P.P. y C).- 

La Dra. Patricia Lupica Cristo, dijo: que por compartir los fundamentos y conclusiones de quienes emitieran opinión en primer y segundo término, me pronuncio en idéntico sentido.

Que en mérito a la votación que instruye el Acuerdo que antecede, la Cámara de todos los fueros de la ciudad de Zapala, por unanimidad;

RESUELVE:

PRIMERO: CONDENAR a MARÍA HAYDEE SIFUENTES, de circunstancias personales detalladas al inicio, como autora penalmente responsable del delito de HOMICIDIO AGRAVADO POR EL VÍNCULO CON LA CONCURRENCIA DE ESPECIALES CIRCUNSTANCIAS DE ATENUACIÓN (Art. 80, último párrafo del CP), a la pena de OCHO AÑOS DE PRISIÓN DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO, con más la INHABILITACION ABSOLUTA por el tiempo de la condena, y las costas del proceso (arts. 80 último párrafo,5, 12, 40, y 41 del C.P.; 368, 491, 492 y 494 C.P.P. y C.).

SEGUNDO: REQUERIR a la Unidad de Detención y al Gabinete Técnico - Criminológico los informes referidos a la libertad condicional, para la oportuna transformación de la excarcelación en libertad condicional (art. 13 CP).

TERCERO: DISPONESE la destrucción de los secuestros Registrados bajo el N° 3-2096; 3-2097;- 3-2098; 3-2099 y 3-2131, y de la Copia de la Historia Clínica registrada como Reserva N° 3-49.  
CUARTO: Protocolícese, notifíquese y cúmplase. Líbrense, además de las establecidas por Ley 22.117, las comunicaciones de rigor. Fecho, previa vista al Ministerio Fiscal y pago de las costas procesales, archívese.-

  Dra. Patricia Lupica Cristo
   Juez de Cámara Subrogante
Registro de sentencias N° 12 –Folio 110 a Año 2013.- 
